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                          ACTA  Nº 01-10
Sesión celebrada el 04 de Enero  del 2010
Acta de la Sesión Ordinaria número uno de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la ciudad de San José, Costa Rica, a las diecisiete horas  del cuatro de enero  del dos mil diez.
Miembros presentes: Lic. Gilberto Corella Quesada, Presidente; Licda. Roxana Pujol Sobalvarro, Secretaria; Licda. Stella Santamaría Jiménez, Prosecretaria;    MSc. María del Rocío Cerdas Quesada, Tesorera; Licda.  Jenny Hernández Solís, Vocal III; Lic.  Jorge Luis Bolaños Vargas; Fiscal.

Miembros ausentes con justificación: Dra. Marina Volio Brenes, Vicepresidenta; Lic. Viamney Guzmán Alvarado, Vocal I;  MSc. Fabio Vincenzi Guilá, Vocal II; Licda.  Ana Lorena Castro Corrales, Vocal V.
Funcionaria Asistente: Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas.  

ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Lic. Gilberto Corella Quesada, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio  a la sesión ordinaria Nº 01-10, del 04 de 2010.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Lic. Gilberto Corella Quesada, somete a consideración de los señores Directivos la agenda de Presidencia, y queda de la siguiente manera: 1.- Comprobación de quórum e inicio de sesión; 2.-Aprobación de Agenda Presidencia; 3.- Audiencia al Lic. Juan Barrios de PROSIC – UCR; 4.- Lectura y Aprobación del Acta 44-2009 5.- Informe de la Comisión de Aranceles-Licda. Jenny Hernández Solís 6. Correspondencia, 7.- Informe de Presidencia,  8.-Informe de Directores. 9.-Informe Directora Ejecutiva.
SE ACUERDA 2010-01-001 Aprobar la Agenda de Presidencia presentada por el   Lic. Gilberto Corella Quesada. Seis votos.  
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA.
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 44-09, DEL 14 DE DICIEMBRE 2009.   
El Lic. Gilberto Corella Quesada, sobre el acuerdo 2009-44-005, aprobación de la Modificación Presupuestaria No 07-2009, donde el MSc. Fabio Vincenzi Guilá, votó en contra por cuanto no está de acuerdo con los rubros denominados “otros”, además considera que los mismos deben identificarse, y solicitó que en las próximas modificaciones, se hagan anotaciones donde se detalle dicho rubro; procede a dar audiencia a la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora Financiera Contable. Presente en este acto la Licda, Mayela Guillén Garro informa que  el 16 de diciembre 2009, envió un correo electrónico al MSc. Fabio Vincenzi Guilá, con la finalidad de aclararle  lo siguiente: “La partida “otros” en el Colegio de Abogados, se ha utilizado como “imprevisto”, cuando se va a realizar un gasto cuya descripción no obedece a las partidas existentes y no amerita abrir una cuenta específica, porque no es usual el tipo de gasto. También se ha dejado como una suma, que en el momento en que sea requerida para alguna necesidad en que no haya contenido presupuestario, se realice una modificación, un traslado de la partida de otros a la que se requiera, dicha modificación se somete a conocimiento de la Junta Directiva”.
Revisada el acta 44-09 del 14 de diciembre 2009, por los señores Directores y realizadas las correcciones pertinentes,  proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2010-01-002 Aprobar el acta No. 44-09 del 14 de Diciembre 2009, con las observaciones realizadas por los señores Directores. 
ARTICULO 4) AUDIENCIA Al DR. JUAN BARRIOS ARCE, ASESOR EN INFORMATICA- PROSIC. 
Al ser las diecinueve horas con trece minutos ingresa el Dr. Juan Barrios Arce Asesor en Informática de PROSIC - UCR, quien procede a la presentación de “Informe sobre el Estado del Uso y Aprovechamiento de las Tecnologías de Información y Comunicación en el Colegio de Abogados de Costa Rica”: La presente investigación surge como un requerimiento expreso al PROSIC por parte de la Junta Directiva Rica, en el mes de Octubre del año 2009, cuyo propósito es investigar el uso y aprovechamiento de las Tecnologías de Información y comunicación a lo interno del Colegio de Abogados. Para tal fin, El PROSIC, designó a un grupo de sus investigadores con el fin de atender la petición con la premura requerida. Asimismo incluyó la creación de un protocolo específico en el cual se incluyeron: 22 ítems divididos en 8 componentes, entre las áreas destacan: Plataforma tecnológica, estructura y rol departamental, capacitación, conectividad, servicios WEB, inclusión digital, presupuesto, Planificación informática, sistemas de información, integridad de datos, seguridad informática, y proyectos innovadores, entre otras.  Como hallazgos se determinaron: Rol y estructura departamental: El departamento de informática no había tenido antes de esta Junta Directiva un rol definido ni ocupaba un lugar dentro del organigrama de la  estructura  del Colegio de Abogados.. Antes de que esta Junta Directiva replanteara las funciones de este Departamento, el mismo no tenía misión, visión y no es hasta en el último año se empieza a jugar un papel de importancia dentro de la Organización.  Los mismos funcionarios se describen así mismos como “apaga incendios”. Políticas y Planes: (Planificación Informática) El departamento aún no cuenta instrumentos que regulen, establezcan normas o estándares para la administración de los recursos informáticos. En los últimos doce meses  se diseñaron planes de contingencia por parte de la Junta Administradora y de la Dirección Ejecutiva,  pero faltan elementos de seguridad, políticas de integridad de los datos, y el diseño de estándares para la adquisición de tecnologías duras y suaves.  Plataforma tecnológica: El parque tecnológico del colegio en una tercera parte está por debajo de la línea de obsolescencia, la cual no debe superar un digito porcentual.  El colegio había seguido  la línea de adquirir equipos “sin marca” lo cual constituye,  desde nuestro punto de vista un error. La red informática cumple a cabalidad con los estándares en ese campo, es administrada por los funcionarios dentro de su actividad.  Sin embargo dentro de poco, necesitará ser sustituida y ampliada para cumplir con nuevas necesidades. Tecnologías suave:( Software o programas informáticos), Los equipos informáticos en el Colegio se adquieren con sus respectivas licencias. Aunque solo el 58% del equipo tiene las licencias respectivas, se presume que no se han conservado adecuadamente las licencias. El colegio sin embargo ha hecho una labor sobresaliente en términos de las herramientas de productividad personal.  El 100% de los equipos cuentan con “Open Office” el cual es un software libre similar al Microsoft Office, y que no tiene ningún costo.  Ha habido una excelente apropiación de la herramienta y sin duda este constituye un caso de ÉXITO institucional. Sistemas de Información: Sin duda éste es el eslabón más débil de toda la cadena.  El sistema de Información con enfoque financiero contable tiene más de dos décadas de obsolescencia.  Pero no solamente es antiguo, sino  que no cumple con las normas mínimas de seguridad, actualidad, integridad  de los datos.  El sistema ha ido creciendo en forma entrópica  y sin un Modelo de Arquitectura de Información, (MAI)  que lo sustente.  El personal hace esfuerzos muy importantes en forma paralela par cumplir con los requerimientos institucionales ya que el sistema en este momento ya es  un obstáculo para la Organización. Afortunadamente la Junta Directiva ya arranco un proceso de licitación para adquirir un nuevo sistema con nuevas especificaciones. Integridad de datos: La deficiencias encontradas en los sistemas de información no garantizan la integridad de los datos.  Las Bases de datos a pesar de ser funcionales gracias a la voluntad de los funcionarios presentan grandes inconsistencias producto de estructuras de datos inconsistentes, procedimientos ambiguos y a la falta de métodos para la validación de datos.  Muchos de los datos no están actualizados, la información de especialidades es inconsistente, y los datos de localización presentan grandes deficiencias.  Con el nuevo sistema  se planea que el problema se corrija. Hallazgos-Capacitación: El análisis del proceso de capacitación se subdividió en tres mercados:1. Capacitación técnica para el personal de informática.  2 Capacitación de los funcionarios del Colegio, 3. Capacitación a los agremiados. En ninguna de las tres áreas se ha llevado a cabo ningún proceso de capacitación formal en la última década.  El personal de informática recibió un curso el cual tuvieron que cancelar parcialmente de su propio bolsillo.  Los esfuerzos de capacitación al personal han surgido de iniciativas propias de personal pero sin un marco planificado de necesidades ni de continuidad.  La nueva plataforma “Moodle” de E-Learning aún no se ha utilizado y el personal no tiene capacitación para su aprovechamiento. Recurso Humano Informático: Posiblemente el activo más importante en este sentido lo constituye el recurso humano. De lo que hemos logrado observar el recurso disponible es sobresaliente sobre todo por la alta motivación, por su capacidad de servicio y por sus excelentes relaciones humanas. Permeabilidad de las tecnologías en las labores del personal: Las actividades relacionadas con la administración de las TIC`s. Ya dejaron de ser responsabilidad única del personal de Informática. La herramienta computacional pasó de ser un recurso exclusivo,  a un activo de dominio común. En ese sentido se estudió si el proceso ha permeado las estructuras del Colegio y los resultados son incipientes. Los elementos de seguridad, integridad de datos, procedimientos comunes, círculos de calidad y comités de página web son inexistentes. Conectividad  e Internet: El ancho de banda disponible cumple a cabalidad con las necesidades del personal.  Existen enlaces privados virtuales con las sucursales, las cuales se enlazan a los servidores de manera eficiente. A pesar de que las  políticas generadas en ese sentido no  son  claras, el personal hace un uso y aprovechamiento muy racional del recurso INTERNET.  Las instalaciones cuentan además con servicios de Internet Inalámbrico  “Wi-Fi” con el estándar 802.11g. El servicio es eficiente y esta estratégicamente distribuido tanto para trabajadores como para los y las agremiadas. Inclusión Digital: El Colegio debe realizar esfuerzos encaminado a brindar acceso universal al personal de  las herramientas tecnológicas.  La proporción de funcionarios con correo electrónico alcanza el 60% y no se cuenta con ninguna plataforma que permita a funcionarios de servicios como: aseo, mantenimiento, mensajería, misceláneas, acceder a este tipo de herramientas.  Esto sin embargo, se esta empezando a corregir. El Colegio apenas  empieza a hacer  esfuerzos con el fin de avanzar en el tema del Gobierno Digital y los únicos servicios que se ofrecen a la población se realizan a través de la Web con información muy limitada. Pagina WEB: La presencia en INTERNET de las instituciones es un elemento obligado en la sociedad moderna.   No solo porque es algo moderno, sino por su amplia distribución, su bajo costo y por su acceso democrático. En el 2007 el Colegio incursionó en plataformas de manejo de contenidos lo cual fue una decisión inteligente, sin embargo por diversas circunstancias,  el proyecto no prosperó. Con las modificaciones aplicadas por esta Junta Directiva se espera arrancar este proyecto en el corto plazo.“Joomla” favorece sin duda, que usuarios inexpertos coloquen información directamente en la web sin mayores conocimientos.  Sin embargo la evolución natural de la WWW llevo a la Web 2.0 que nos exige contar con servicios interactivos,  que permitan que los usuarios a través de la web,  se comuniquen directamente con las bases de datos,  favoreciendo trámites, servicios y otras facilidades que surgen a partir del mismo MAI. Proyectos Innovadores y oportunidades tecnológicas: Antes del 2009, el Colegio no contó con proyectos innovadores en el área de tecnología.  Esto,  entendemos que no es por falta de innovación ni de creatividad.  El diario quehacer institucional y la falta de procesos de planificación les impidió emprender proyectos en este campo. Dentro de las áreas que podrían convertirse  en oportunidades destacan: Mensajería de  Texto, procesos de E-Learning, Intranets, Firma Digital, Voto electrónico, Video conferencias. Finalmente externa que a la luz de los esfuerzos que a realizado esta Junta Directiva en cuanto a la plataforma tecnológica, se hacen las siguientes recomendaciones: a) Ubicar estructural y funcionalmente  el departamento de informática dentro del organigrama institucional. b) Desarrollar un proceso ordenado y consistente de planificación informática que incluya la elaboración de planes, políticas, normas y estándares. c) Desarrollar un plan de adquisición de tecnología dura que incluya periféricos, unidades de respaldo, redes y todos los elementos orientados a promover  un proceso integral de  desarrollo organizacional apoyado en tecnología.  d) Dotar a la Biblioteca de los recursos tecnológicos adecuados con el fin de poner a disposición de los agremiados equipos de primera línea, y conectividad con proyectos hermanos como el CIJUL. e) Desarrollar una política para la adquisición de equipos de marca. f) Conducir un proceso estructurado para la adquisición de un sistema de información  para apoyar la gestión técnico administrativa del Colegio que reúna elementos de integridad, seguridad, interoperabilidad, basado en un modelo de Arquitectura de Información.  g) Reubicar  y reacondicionar las instalaciones que albergan los servidores de datos y del personal, Ubicarlos en un sitio adecuado con todas las facilidades de conectividad, eléctricas y de seguridad  que garanticen la protección de los datos. h) Aprovechar la plataforma de “E-learning” disponible con el fin de conducir un proceso de formación jurídica continua basada en tecnología.  

Los señores Directores, destacan la importancia de haber iniciado las grandes transformaciones en torno a la plataforma tecnológica y esperan que se sigan realizando cambios tecnológicos en el  área de Informática.

Al ser las diecinueve horas con treinta y tres minutos retira el Dr. Juan Barrios Arce.
ARTICULO 5) INFORME DE LA COMISIÓN DE ARANCELES, LICDA. JENNY HERNÁNDEZ SOLIS.
La Licda. Jenny Hernández Solís, en su calidad de integrante de la Comisión de Aranceles presenta los siguientes casos:
5.1. Consulta formulada por Pegi Patricia Peres Chaves. RESULTANDO​: 1.- Dice la consultante que presenta esta gestión porque a su parecer el abogado que la atendió incurrió en un cobro excesivo de honorarios. Indica que los hechos se dieron de la siguiente manera: Que decidió divorciarse de su esposo que vive en El Salvador, motivo por el cual, por recomendación de una amiga, acudió a la oficina del licenciado Álvaro Moya Ramírez. Señala que por dos consultas el profesional le cobró cien dólares, y por tramitarle un divorcio por mutuo consentimiento le cobró la suma de ochocientos setenta y cuatro dólares. Manifiesta que además el 10 de julio de 2008 se presentó junto con su esposo en la oficina del licenciado Moya a efectos de firmar el convenio de divorcio en escritura pública, sin embargo, el profesional, en vez de tener el documento listo lo que hizo fue tomarle los datos de sus acuerdos, cobrándole en esa ocasión cincuenta dólares más como si fuese una consulta. Dice que el profesional no aprovechó el momento en que su esposo estuvo en el país para tomar las medidas necesarias, a efectos de proteger a sus hijas, ya que su esposo no estaba depositando el dinero de su manutención. Expresa que el profesional siempre le exigió el pago de la totalidad de sus honorarios para continuar con el proceso, por lo que procedió a entregarle cuatrocientos dólares y negoció el resto a 30 días plazo. Indica que a partir de esa fecha, Don Álvaro redactó el documento y se lo envió a ella y a su esposo vía correo electrónico, siendo eso todo lo que hizo el profesional. Manifiesta que ante la negativa de su esposo de enviar el dinero de manutención de sus hijas y ante la ineficiencia del licenciado Moya en haber iniciado los trámites de divorcio, decidió realizarlos personalmente y viajó a San Salvador el 24 de setiembre de 2008, con la intención de que su esposo firmara el convenio de divorcio. Señala que para realizar el viaje le pidió al licenciado Moya que le entregara el respectivo documento, teniendo que cancelarle el resto del dinero que le debía. Manifiesta que lo que el licenciado Moya le entregó no fue más que una copia del documento que les había enviado por correo electrónico y no una escritura pública o algo más formal. Señala que al llegar a El Salvador se citó con un abogado, encontrándose con la sorpresa de que el documento que le entregó el señor Moya no tenía ninguna validez allí, pues debía ser hecho en escritura pública. Dice que eso se lo confirmaron en el consulado costarricense, razón por la cual tuvo que pagar otros honorarios a fin de llevar a El Salvador los documentos correctos. Manifiesta que desde un inicio el licenciado Moya le dijo que lo cobrado era por el convenio de divorcio por mutuo consentimiento y que de irse a un proceso litigioso los honorarios eran otros totalmente aparte. Manifiesta que le pidió al profesional que le dijera cuánto eran esos honorarios y le respondió que no se los podía calcular a la ligera. Dice que le preguntó al profesional que si el monto cobrado (ochocientos dólares) sería el mismo de no traer el convenio firmado, a lo cual el abogado le respondió que sí. Indica que al día de hoy el profesional ni siquiera la ha llamado para ver cómo le fue en El Salvador. Por lo anterior pide que se le fijen los honorarios y se ordene al licenciado Moya que devuelva el exceso. 2.- Mediante oficio del 14 de noviembre de 2008, se le dio audiencia al profesional Moya Ramírez. 3.- El licenciado Moya Ramírez contestó la audiencia indicando que la consultante se presentó en su oficina solicitando asesoría en materia de familia, por lo que, en ese primer momento, le informó de manera general sobre las vías para poder divorciarse y solicitar pensión alimentaria, cobrándole dicha asesoría. Manifiesta que con posterioridad la consultante le pidió sus servicios a fin de tramitarle un divorcio por mutuo consentimiento. Dice que le explicó a la señora Pérez el procedimiento y le informó del costo de los honorarios y gastos. Dice que el procedimiento que se comprometió a realizar contemplaba la confección del convenio de divorcio, la escritura pública respectiva, el procedimiento de homologación judicial, la inscripción en el Registro Civil, así como la legalización del respectivo documento para ser enviado a El Salvador. Agrega que, a su vez, el convenio incluía la liquidación de dos bienes gananciales, específicamente dos vehículos, uno con un valor de mercado de 4.800.000 colones y el otro con un valor de mercado de 4.500.000 colones, así como la fijación de la pensión por un monto de 400 dólares para ella y 1.200 para sus hijas. Señala que en ningún momento se le encomendó iniciar un proceso de divorcio o interponer un trámite de pensión alimentaria en la vía judicial, sino, solamente un divorcio por mutuo consentimiento, razón por la cual no tenía que acudir a ninguna “medida necesaria” para proteger la manutención de la consultante o sus hijas. Manifiesta que se reunió con la señora Pérez y su esposo para discutir sus posiciones y redactar los términos generales del convenio de divorcio, lográndose en esa reunión acordar cerca del 95% del convenio. Dice que en virtud de ello redactó un borrador con los puntos discutidos a efectos de que los revisaran las partes. Indica que en el período de revisión la señora Pérez solicitó cambiar unilateralmente algunos de los acuerdos, para lo cual le sugirió que era importante avisar de tales cambios a su esposo. Sin embargo, ella no quiso que se le enviara el documento hasta tanto ella no se hubiera puesto de acuerdo con su esposo. Expresa que una vez estando de acuerdo, se le envió al esposo de la consultante el acuerdo, razón por la cual, mediante correo electrónico se le estuvo dando seguimiento al asunto. Indica que en alguna ocasión la señora Pérez le consultó sobre la posibilidad de que su esposo no firmara el acuerdo, indicándole que en ese caso se debería acudir a la vía judicial y que eso sería un proceso diferente. Señala que la señora Pérez le preguntó sobre el dinero ya pagado y que le contestó que debía hacerle un nuevo presupuesto, al cual se le aplicaría solo una parte del ya pagado pues lo otro correspondía al tiempo laborado.  Dice que en ese momento se abstuvo de dar un monto porque no deseaba seguir trabajándole a la consultante, ya que se trata de una persona difícil e intransigente. Expresa que la señora Pérez le dio instrucciones de entregarle el acuerdo para llevarlo a El Salvador para que lo firmara su esposo, motivo por el cual le explicó que no podía entregarle su protocolo y que, entonces, lo que debía hacer era llevar el convenio ante el cónsul o tramitarlo en escritura pública ante un notario salvadoreño. Dice que le entregó el documento en físico y en un diskette. Manifiesta que días después recibió una llamada de la señora Pérez desde El Salvador, quien lo comunicó con un notario de allí que le dijo que el consulado costarricense no quería emitir la escritura de divorcio. Señala que ante tal noticia le dijo al notario salvadoreño que existía la posibilidad de que él hiciera la escritura y se realizaran los trámites de legalización para Costa Rica. Dice que días después se comunicó con el esposo de la consultante, quien le manifestó que ya había firmado el documento, el cual le sería entregado en varios días y que le agradecía su fina atención. Indica que desde la llamada que recibió de El Salvador por parte de la señora Pérez, no ha vuelto a tener contacto con ella ni mucho menos lo ha requerido para continuar con el trámite. Dice que él ha tenido lista la documentación pertinente para presentar el documento ante el juzgado. Finalmente indica que le parece muy descortés que la señora Pérez haya acudido a hacer este reclamo sin siquiera presentarse ante su oficina y utilizando frases impropias hacia su persona. Solicita que se deniegue en todos los extremos lo pedido por la consultante. CONSIDERANDO: 1.- HECHOS PROBADOS: De importancia para la resolución de este asunto se tienen como tales: A.- Que la consultante se presentó en la oficina del licenciado Álvaro Moya Ramírez a solicitar asesoría en materia de familia. B.- Que por cada consulta el licenciado Moya Ramírez le cobró a la señora Pérez cincuenta dólares. C.- Que el profesional y la consultante pactaron verbalmente que el primero tramitaría a favor de la segunda un procedimiento de divorcio por mutuo consentimiento. D.- Que el día 10 de julio de 2008, la consultante y su esposo se presentaron en la oficina del licenciado Moya Ramírez, quien en ese momento les tomó los datos para los posibles acuerdos que se iban a plasmar en el convenio, por lo cual cobró 50 dólares a la consultante. E.- Que el procedimiento de divorcio por mutuo consentimiento para el que fue contratado el profesional contemplaba la redacción del convenio de divorcio, la realización de la escritura pública respectiva, la presentación y tramitación del procedimiento de homologación judicial, la inscripción en el Registro Civil del fallo, así como la legalización del respectivo documento para ser enviado a El Salvador. F.- Que el convenio incluía la liquidación de bienes gananciales, en donde se encontraban dos vehículos con un valor de mercado de 4.800.000 colones y 4.500.000 colones, así como la fijación de la pensión por un monto de 400 dólares para ella y 1.200 para sus hijas. G.- Que al licenciado Moya Ramírez se le canceló la suma de ochocientos setenta y cinco dólares. H.- Que el profesional redactó el convenio de divorcio. I.- Que dicho convenio de divorcio fue protocolizado ante notario Salvadoreño y firmado en El Salvador. J.- Que el profesional no presentó ante los tribunales nacionales la escritura pública de protocolización del convenio de divorcio emitida por el notario salvadoreño. 2.- SOBRE EL FONDO: Analizados como lo han sido los autos, se ha comprobado que al licenciado Alvaro Moya Ramírez, la señora Pegi Patricia Pérez Chaves le canceló la suma de ochocientos setenta y cinco dólares por la tramitación de su divorcio por mutuo consentimiento en el cual mediaban bienes gananciales. Dicha contratación se realizó de manera verbal entre las partes, según el decir de ambos. El arancel de honorarios vigente establece en su artículo 9 que:“Cuando el profesional brinde servicios profesionales mediante el pago de honorarios, para su determinación regirán las disposiciones de este Arancel, salvo contrato escrito en el cual convenga profesional con su cliente otros términos de referencia.” De conformidad con la norma transcrita al no existir contrato escrito entre el profesional Moya Ramírez y la consultante Pérez Chaves, los emolumentos que debió cobrar aquel por la tramitación de un proceso de divorcio por mutuo consentimiento con mediación de gananciales, son los expresamente tasados en el arancel vigente en el artículo 30, el cual señala, en lo que interesa: “Artículo 30.-…En procesos de separación judicial o de divorcio por mutuo acuerdo en que medien gananciales,  el profesional devengará como honorarios la suma máxima de cien mil colones.” Ahora bien, es pertinente dejar claro que los emolumentos a que hace referencia la norma transcrita equivalen propiamente a la tramitación del proceso de divorcio por mutuo consentimiento en sede judicial. Otras actos o actuaciones que pudiere o debiere realizar el profesional, fuera de la tramitación de referencia, también produce honorarios a favor de aquel, ya sea de conformidad con lo que expresamente establece el arancel o bien, de acuerdo lo pactado por las partes en forma escrita, tratándose de montos diferentes a los establecidos en el decreto de honorarios. De acuerdo a lo dicho hasta el momento, resulta vital analizar los aspectos de la contratación verbal celebrada entre el profesional y la consultante. El licenciado Moya Ramírez se comprometió, según su propio decir, a realizar la redacción del convenio de divorcio, la escritura pública respectiva, la presentación y tramitación del procedimiento de homologación judicial, la inscripción en el Registro Civil del fallo, así como la legalización del respectivo documento para ser enviado a El Salvador. No obstante lo anterior, resulta claro que de todo lo que el profesional se comprometió a hacer, lo único realizado, según su propio dicho, fue la confección del citado convenio de divorcio. Siendo ello así, no le podría corresponder al abogado los honorarios de cien mil colones que establece el artículo 30 supra citado, pues, como se dijo, nunca inició los trámites judiciales correspondientes a un divorcio por mutuo consentimiento, supuesto que es el que tipifica esa norma. No obstante lo anterior, no se puede desconocer que, al menos, don Álvaro confeccionó el convenio de divorcio por mutuo consentimiento. Sin embargo, por tratarse de un acto o labor sobre la que no exista norma ninguna en el arancel, y siendo que se trata propiamente de un convenio, lo procedente es aplicar por analogía lo establecido en el artículo 62 del decreto de honorarios, el cual indica: “Artículo 62.-  Por la redacción de contratos privados, el abogado cobrará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la Tabla General con un mínimo de cincuenta mil colones.”En el caso que nos ocupa no existe prueba o documento idóneo que demuestre o compruebe el valor de los bienes gananciales existentes, como parámetro para la aplicación de la Tabla General. Por esa razón, y en virtud de que de la redacción del referido convenio se puede concluir que el trabajo realizado por el profesional no amerito un esfuerzo más allá del normal para estos casos, lo procedente entonces es la aplicación del mínimo de honorarios establecido por la norma, sea, la suma de cincuenta mil colones. Finalmente, respecto de la reunión sostenida entre el profesional y la consultante y su esposo, el día 10 de julio de 2008, con el fin de tomar nota sobre los acuerdos a los que podrían llegar las partes en el convenio, se considera que no existe sustento normativo  ninguno para que el licenciado Moya Ramírez cobrara la suma de cincuenta dólares como si se tratara de una nueva consulta. En razón de lo anterior, la suma de dinero que por concepto de honorarios le corresponde al licenciado Moya Ramírez es la de cincuenta mil colones. POR TANTO: De acuerdo con lo anteriormente considerado, los honorarios que le corresponden al licenciado Álvaro Moya Ramírez por las labores realizadas a favor de la señora Pegi Patricia Pérez Chaves, es la suma de cincuenta mil colones. Proceda el referido profesional a devolver lo que le fue pagado de más, sea, los cincuenta mil colones correspondientes a la reunión sostenida el día 10 de julio de 2008 con la consultante y su esposo y la diferencia que haya entre sus respectivos emolumentos (cincuenta mil colones) y los ochocientos setenta y cuatro dólares que le fueron entregados.
SE ACUERDA 2010-01-003 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por Pegi Patricia Peres Chaves. Seis votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 

5.2 Consulta presentada por el señor Giovani Palumbo Vargas.  RESULTANDO: 1.- Pide que le indiquen el monto a pagar por honorarios de un proceso de embargo preventivo cuya cuantía es de 2.000.000 de colones. 2.- Mediante oficio de fecha 23 de setiembre de 2009, se le dio audiencia al licenciado Sergio Gamboa Vargas. 3.- El licenciado Sergio Gamboa Vargas se refirió a los hechos indicando que nunca le ha cobrado al consultante más que 80.000 colones por dirigirle un proceso de desahucio (08-908-169-CI) en el Juzgado Civil de Menor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José, cuya estimación fue por 936.000 colones. Dice que dicho proceso fue ganado y que nunca recibió el resto de sus honorarios. Manifiesta que además le tramitó el proceso 09-88-225-CI que es embargo preventivo con una cuantía de 2.000.000 de colones. Dice que por esa labor le adeuda la totalidad de sus honorarios. CONSIDERANDO: 1.- HECHOS PROBADOS. A.- Que el profesional le tramitó al consultante el proceso judicial número 09-88-225-CI, que es embargo preventivo con una cuantía de 2.000.000 de colones. B.- Que al día de hoy, por esa labor, el consultante le adeuda la totalidad de los honorarios al profesional. 2.- HECHOS NO PROBADOS. Ninguno de importancia para la resolución de esta consulta. 3.- SOBRE EL FONDO. Analizados los hechos, se evacua la consulta, indicando que de conformidad con el artículo 26 del arancel, los honorarios mínimos en un caso como el presente equivalen a la suma de 50.000 colones. Lo anterior, siempre y cuando no se hubiere pactado por escrito un monto superior. POR TANTO: Se le indica al consultante que los honorarios mínimos por el proceso indicado corresponde a la suma de 50.000 colones. Lo anterior, siempre y cuando no se hubiere pactado por escrito un monto superior.
SE ACUERDA 2010-01-010 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el señor Giovani Palumbo Vargas. Seis votos. Responsable: Comisión de Aranceles.

5.3 Consulta del Lic. Denis Rojas Acevedo, Director Ejecutivo del FIDEICOMISO 03-99 BCCR/BPDC. RESULTANDOS: I.-El Fideicomiso mencionado administra la Cartera remanente de créditos mal otorgados del extinto Banco Anglo Costarricense, la cual fue entregada por la Comisión Liquidadora al Banco Central de Costa Rica y el 23 de noviembre de 1999, encomendada al Banco Popular, por medio del Fideicomiso. Se trata de remanente de cobros que no se pudieron hacer efectivos, venderlos o traspasarlos a otros Bancos del Sistema Bancario Nacional, precisamente por su alto grado de dificultad para su recuperación. La dirección de algunos de los procesos cobratorios, se encuentran en manos de abogados externos, por lo que se está en una etapa de transición, a fin de centralizar su cobro en el citado Fideicomiso. II.- Con base en esas premisas hacen la siguiente consulta: “¿La cancelación de los citados emolumentos debe hacerse con base a todo lo aprobado por el Juzgado durante el transcurso del proceso o a la fecha de la renuncia a la dirección de los mismos?” III.- En posterior memorial el consultante transcribe el artículo 22 de la Ley de Disolución del Banco Anglo Costarricense que dice: “Los procesos o las acciones judiciales planteados a la fecha de la vigencia de esta Ley, se conservarán bajo la responsabilidad profesional de los abogados que los hayan dirigido, siempre que los honorarios profesionales futuros estén sujetos a la recuperación efectiva de las sumas demandadas y se les hayan efectuado pagos antes de terminar sus gestiones. Para todos los efectos jurídicos, la Junta Liquidadora asumirá cualquier situación, activa o pasiva, originada en derechos actuales o potenciales, litigiosos o no, correspondientes al Banco Anglo Costarricense.” (El subrayado es nuestro). CONSIDERANDO UNICO: De acuerdo con el artículo 22 trascrito, esos procesos o acciones judiciales de alto grado de dificultad de recuperación, la ley dispuso conservarlos bajo la responsabilidad de los abogados que los habían iniciado, bajo la condición de que los honorarios futuros estuvieren sujetos a la efectiva recuperación de las sumas demandadas y esos abogados hubieren recibido pagos antes de terminar sus gestiones. Si esos abogados han renunciado a la dirección de los mismos, sus honorarios deben calcularse de acuerdo con lo que el tribunal haya acogido a la fecha de sus renuncias, incluidos los intereses moratorios generados a esa fecha y cancelarse, cuando haya recuperación. POR TANTO: Se acuerda contestar la consulta del Lic. Denis Rojas en el sentido de que los honorarios de los abogados que fungieron como directores de los juicios de la cartera remanente de créditos de difícil recuperación del BAC, bajo cuya responsabilidad profesional se han mantenido porque recibieron pagos o sus honorarios quedaron supeditados a futura recuperación deben cancelarse cuando haya efectiva recuperación, calculados por lo que el tribunal hubiere acogido, a la fecha de la renuncia del profesional que lo dirigió, incluidos los intereses moratorios generados a esa fecha y cancelarse cuando haya recuperación.
SE ACUERDA 2010-01-005 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el  Lic. Denis Rojas Acevedo, Director Ejecutivo del FIDEICOMISO 03-99 BCCR/BPDC. Seis votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
5.4 Consulta formulada por la Unidad Ejecutora de Cobro del Banco Popular. RESULTANDO: 1.- Indicaron los representantes de la entidad consultante que en el año 1996, bajo el patrocinio de un abogado externo, el Banco Popular inició un proceso, en aquella época, denominado de Administración por intervención judicial. Manifiesta que el mismo no dio los resultados requeridos y la empresa intervenida no logró recuperarse, por lo que se ordenó la quiebra. Dijeron que la abogada directora que inició el proceso de intervención, legalizó los créditos en el proceso de quiebra que se siguió llevando en el mismo expediente. A raíz de ello solicitan que se les diga si es procedente el cobro de las costas personales por parte del abogado director, tanto para el proceso de administración por intervención judicial, como para el proceso de quiebra. Asimismo, en el entendido de que siempre fuera un único proceso guiado bajo el patrocinio del mismo letrado, solicitan que se le diga si es procedente cobrar honorarios con base en el artículo 23 inciso b) del Decreto 20307-J y, además, honorarios por concepto de asesoramiento. 2.- Mediante oficio de fecha 25 de setiembre de 2009, se le previno a la parte consultante que indicara el nombre del profesional involucrado en los hechos base de la consulta en el plazo de cinco días. 3.- Por escrito enviado vía fax en fecha 29 de setiembre de 2009, la parte consultante indicó que no es su intención crear polémica con el profesional involucrado en los hechos que dan pie a su consulta, y solicitó que se tenga por desistida la misma y se archive. CONSIDERANDO: Siendo que por escrito enviado vía fax en fecha 29 de setiembre de 2009, la parte consultante solicitó que se tenga por desistida la presente consulta, lo procedente es archivar la misma por falta de interés actual. POR TANTO: Archívese la presente consulta por falta de interés actual.
SE ACUERDA 2010-01-006 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por la Unidad Ejecutora de Cobro del Banco Popular. Seis votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 

5.5 Consulta formulada por la señora Jackelin Cordero. RESULTANDO: 1.- Mediante escrito de fecha 11 de mayo de 2009, enviado a esta Comisión vía fax, la consultante solicita que se le indique el monto a pagar en honorarios a un profesional que confeccionó un escrito en un proceso penal por lesiones culposas. 2.- Mediante escrito de fecha 4 de agosto de 2009, se le previene a la consultante que indique, en el plazo de 3 días, el nombre del profesional a que hace referencia en el caso de su consulta. 3.- Pasado el plazo otorgado en la referida prevención, la consultante incumple con lo solicitado. 4.- Mediante llamada telefónica realizada al teléfono celular 83806617 (que fue el señalado por la gestionante), el día 14 de octubre de 2009, a las 9 horas 54 minutos, por el licenciado Arnoldo Segura Santisteban, abogado asistente de esta Comisión, la consultante señaló que ya arregló su diferendo de honorarios con el profesional en Derecho, manifestando su deseo de desistir de la presente gestión.  CONSIDERANDO: I.- SOBRE EL FONDO: Siendo que mediante llamada telefónica realizada el día 14 de octubre de 2009, a las 9 horas 54 minutos, por el licenciado Arnoldo Segura Santisteban, abogado asistente de esta Comisión, la consultante señaló su deseo de desistir de la presente gestión por haber llegado a un arreglo satisfactorio con el profesional que la asistió en el asunto que dio base a esta consulta, lo procedente es archivar la presente gestión por carecer de interés actual. POR TANTO: Se archiva la presente consulta por carecer de interés actual.
SE ACUERDA 2010-01-007 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por la señora Jackelin Cordero. Seis votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 

ARTICULO 6 CORRESPONDENCIA.
1. Informe AL-304-2009, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, mediante el cual con relación al acuerdo 2009-42-028, donde se le pide analizar la obligatoriedad del Colegio para rendir la información solicitada por el Departamento de Fiscalización del Ministerio de Hacienda, indica: ...” Sobre lo solicitado: Si se estudia con detenimiento, lo solicitado por el Ministerio de Hacienda, se puede determinar, que algunas de los requerimientos, corresponden a la esfera personal de cada uno de nuestros agremiados. Por lo anterior, y de conformidad con los artículos de cita, esto no podría calificarse como de transcendencia Fiscal.  De la misma forma, es importante indicar que el Colegio, no cuenta con un listado por especialidades de nuestros agremiados, por lo que resulta imposible, brindar lo requerido bajo esos términos. Los requerimientos que puede brindar esta Corporación, que pueden tener transcendencia Fiscal, serían: 1. Número de cédula del profesional 2. Nombre completo del Colegiado 3. Año de inscripción al Colegio. 4. Cantidad de agremiados vigentes. Algunos de los otros aspectos, no se encuentran registrados en nuestra base de datos, y otros corresponden a la esfera personal de cada uno de nuestros agremiados, por lo que a criterio de esta Asesoría Legal, no se podría proporcionar dichos datos, porque no concuerdan con lo expresado en la ley y responden al derecho de intimidad que posee cada persona.  Conclusión: Con fundamento en lo anterior y siendo que el artículo 1 del Reglamento al artículo 107 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, establece lo que debe entenderse como aspectos de transcendencia Tributaria, siendo específicamente los datos generales con los que cuente la Corporación, sin afectar de modo alguno, el derecho a la intimidad que tiene cada uno de nuestros agremiados, esta Asesoría considera, que el Colegio tiene obligación en suministrar los siguientes datos:  1. Número de cédula del profesional, 2. Nombre completo del Colegiado, 3. Año de inscripción al Colegio. 4. Cantidad de agremiados vigentes.
SE ACUERDA 2010-01-008 Aprobar el informe AL-304-2009, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, por lo que  se autoriza a la Dirección Ejecutiva, brindar al Departamento de Fiscalización del Ministerio de Hacienda únicamente la siguiente información: 1. Número de cédula del profesional, 2. Nombre completo del Colegiado, 3. Año de inscripción al Colegio. 4. Cantidad de agremiados vigentes. Seis votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. 
2. Nota suscrita por la Srta. Angie Santamaría Casanova, donde indica “Sirva la presente para hacer relación al acuerdo de Junta Directiva N° 2009-43-011 de la sesión ordinaria    N° 43-09 de fecha 7 de diciembre del 2009, el cual me fuera notificado el día de hoy. En dicho acuerdo, se plasma un despido sin responsabilidad patronal, para con esta servidora, situación que sin duda alguna me causa un gran dolor, por los años que tengo de laborar para el Colegio, así como el compromiso y el cariño que siempre he guardado para con la institución. Por tal motivo y haciendo eco de mis palabras, quiero dejar plasmado en esta nota, mi compromiso de sufragar la deuda que se generó, por la pérdida involuntaria de dinero, acaecida en días pasados. Según el reporte que al día de hoy brindó contabilidad, la deuda asciende a la suma de ¢1.128.770.00 (un millón ciento veintiocho mil setecientos setenta), de lo cual, mediante cheque número 3139-1 de fecha 10 de diciembre del 2009, se entregó a favor del Colegio la suma de ¢525.000.000 (quinientos veinticinco mil colones, quedando un saldo de ¢603.770.00 (seiscientos tres mil setecientos setenta).En vista de que sé que las consecuencias de los hechos acaecidos, podrían desembocar en la presentación de una denuncia penal en mi contra, adjunto una letra de cambio, pagadera en seis meses, por el saldo restante. Esto con el fin de que la Junta Directiva que ustedes representan, valoré mi situación, y mediante el arreglo de pago que hoy propongo, me den la oportunidad de saldar la deuda mediante abonos de ¢100.700 (cien mil setecientos colones mensuales), hasta completar la suma indicada. Los pagos me comprometo a realizarlos los días 15 de cada mes, iniciando a partir del 15 de enero del 2010, hasta el 15 de junio de ese mismo año. Quiero reiterar mi compromiso para con la institución y la buena fe de mi parte, al querer responder por la deuda existente. Todo lo anterior con la finalidad de que la Junta Directiva acepte el arreglo de pago que adjunto y no determine la apertura de un proceso penal en mi contra.

Tomando en cuenta que es relacionado con el tema, se procede a conocer el informe que la Asesoría Legal brindó a raíz de consulta realizada por esta Junta Directiva. 
Informe AL-305-2009, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, mediante el cual con relación al acuerdo 2009-43-011, donde se solicita a la Asesoría Legal, analizar la viabilidad de interponer una denuncia penal por las irregularidades presentadas en el manejo de los fondos en las Sedes Regionales de Turrialba, Liberia y Puntarenas. Presenta amplio detalle y concluye: “Como se desprende de lo anterior, en los tres casos existe viabilidad para interponer una denuncia penal, más sin embargo, también puede accionarse civilmente (más en los casos de Angie Santamaría y María Brenes), al existir títulos ejecutivos, que nos dan la posibilidad de interponer un juicio ejecutivo”.
Al respecto se presentan algunos comentarios y consideraciones por parte de los señores Directores y se toma el siguiente acuerdo: 
SE ACUERDA 2010-01-009 a) Con respecto al caso de la Srta. Angie Santamaría Jiménez, de Puntarenas, se acepta tanto el cheque por la suma de ¢525.000.000 como el arreglo de pago propuesto de saldar la deuda pendiente mediante abonos de ¢100.700 (cien mil setecientos colones mensuales), hasta completar la suma indicada, mismos que realizará los días 15 de cada mes, iniciando a partir del 15 de enero del 2010, hasta el 15 de junio de ese mismo año. En caso de presentarse incumplimiento en dichos pagos se procederá con la respectiva denuncia. b) Sobre el caso de la Srta. María Brenes Díjeres de Liberia, se acepta igualmente su arreglo de pago. c) Con respecto al caso de la Srta. Shirley Solano Gamboa, de Turrialba, tomando en cuenta que no ha presentado arreglo de pago, se solicita a la Departamento Legal, proceder a plantear la denuncia correspondiente. Seis votos. Responsable: Departamento Legal. 
3. Nota DE-I-054-09, suscrita por la Licda. María del Rocío Lee Molina, Directora Ejecutiva, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en el Departamento de Contabilidad se encuentra al día al mes de diciembre y en Fiscalía no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que se recomienda aceptar la suspensión voluntaria de la Licda.  Ana Lucrecia Alfaro Vargas, carné 7210. Aporta carné. 
SE ACUERDA 2010-01-010 Aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Ana Lucrecia Alfaro Vargas, carné 7210. A partir de la firmeza del presente acuerdo. Seis votos. Responsable: Interesada, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.
4. Informe AL-002-2010, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, mediante el cual sobre el acuerdo 2009-44-053, donde se traslada nota a esta Asesoría, suscrita por el Lic. León Montoya Hernández, en la cual  expresa algunas inquietudes en cuanto a los fondos previstos en la Ley que creó el Timbre del Colegio de Abogados de Costa Rica, específicamente sobre a hacer efectivo el pago de la una pensión que le corresponde en calidad de abogado. Concluye “Con fundamento en lo anterior, se puede concluir lo siguiente: 1. El artículo 3 de la Ley del Timbre del Colegio de Abogados, estableció la formación de un régimen de pensiones y jubilaciones. 2. No obstante a la fecha el Colegio no posee una reglamentación que establezca ese tema en concreto. 3. Únicamente existe un régimen de seguridad social y ahorro complementario, que se nutren con la cuota que brindan nuestros agremiados mes a mes y con cuatrocientos colones de los ingresos recolectados por concepto de timbre. 4. No es conveniente que se otorguen este tipo de beneficios, sin que exista una reglamentación que establezca los parámetros de cómo pueden ser otorgados. 5. Se debe estudiar el tema a profundidad, para determinar la viabilidad de cumplir con lo establecido en dicho cuerpo normativo. 5. 6. Es necesario brindar una respuesta al consultante, para evitar la interposición de un Recurso de Amparo, por violación al artículo 27 constitucional.

SE ACUERDA 2010-01-011 a) Comunicar al Lic. León Montoya Hernández, que su inquietud en cuanto a los fondos previstos en la Ley que creó el Timbre del Colegio de Abogados de Costa Rica, concretamente sobre hacer efectivo el pago de la una pensión que le corresponde en calidad de abogado, se encuentra en estudio de la Dirección Legal del Colegio. b) Indicar al Departamento Legal, que esta Junta Directiva solicita ampliación y concreción al informe rendido. Se requiere específicamente un criterio jurídico sobre el planteamiento realizado por el Lic. León Montoya Hernández. Seis votos. Responsable punto b) Departamento Legal. 
5. Nota DAI-245-2009,  enviada por la Licda. Adriana Rojas Rivero, Coordinadora de las IX Jornadas de AUSBANC, mediante la cual solicita que de la partida de Comisiones, se traslade a la partida de la Comisión de AUSBANC Internacional, el monto de ¢1.900.000, esto con el fin de saldar al Colegio de Abogados, el monto pendiente, producto de las IX Jornadas AUSBANC. Adjunta nota DAI-235-2009, con el Informe de ingresos y egresos. 
SE ACUERDA 2010-01-012 Rechazar en su totalidad la solicitud planteada por la Licda. Adriana Rojas Rivero, Coordinadora de las IX Jornadas de AUSBANC, en virtud de que el compromiso de AUSBANC fue asumir un porcentaje de los gastos por lo que el  saldo descubierto, no puede objeto de la permuta planteada. Asimismo se les otorga un plazo de treinta días para la cancelación de la deuda a esta Corporación. Seis votos. 

ARTICULO 7) INFORME DE DIRECTORES

7.1 La MSc. María del Rocío Cerdas Quesada, en calidad de Coordinadora de la Comisión de Finanzas, señala que en el mes de octubre del 2008, esta misma Junta Directiva remitió para análisis a la Comisión de Finanzas - quien ha realizado un estudio exhaustivo – la identificación de cuáles eran los fondos públicos y privados que integraban el Presupuesto de esta Corporación. Desde la remisión de este asunto a la Comisión, se dieron varias sesiones de discusión de las partidas que integran el Presupuesto  y se realizaron algunos cambios entre dichas partidas. Procede a darle audiencia la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto (integrante además de la Comisión), para que proceda a explicar lo relacionado a este tema.
La Licda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto, señala que este análisis nace con la visita de la Contraloría General de la República, quien determinó que no se contaba con el término “sostenimiento” definido, por que procedió a presentar ante la Junta Directiva, el total de partidas y el documento fue enviado ante dicho ente Contralor. Pero debido al crecimiento que ha tenido el Colegio, actualmente, se cuenta una serie de partidas que en ese momento no existían. En consecuencia procede a presentar la clasificación modificada de las partidas presupuestarias de ingresos y gastos, del Colegio de Abogados de Costa Rica, público y privado, con el propósito de oficializar la clasificación y asignación planteada, como definición del sostenimiento actualizada al 2009.

A solicitud de los señores Directores, se consigna el informe presentado por la Licda. Mayela Guillén Garro: “En cumplimiento del acuerdo 2008-41-016: “Remitir a la comisión de Finanzas, el informe 112-2008 sobre la definición del término sostenimiento que se indica en el artículo 3 de la Ley 3245 del 3 de diciembre de 1963, referente al Timbre del Colegio de Abogados de Costa Rica.” La Comisión de Finanzas e Inversiones se avocó a un análisis exhaustivo y a continuación se presenta el documento inicial debidamente corregido y aprobado por la Comisión, para dar  cumplimiento a la recomendación del Informe de Auditoría CA-AUI-006-08, se presenta de manera ampliada y actualizada  la definición del término “sostenimiento” con las partidas de gasto que lo conforman, término que se indica en al artículo 3 de la Ley 3245 del 3 de diciembre de 1963, referente al Timbre del Colegio de Abogados de Costa Rica: artículo 3 de la Ley 3245: "El producto de este aumento ingresará al Colegio de Abogados como contribución forzosa de los abogados, bachilleres en leyes y procuradores judiciales a favor de dicha Corporación, para su sostenimiento y para formar un fondo de pensiones y jubilaciones en el Colegio...".  Objetivo: Establecer el marco legal que permita la clasificación objetiva de las partidas presupuestarias de gasto, creadas posterior al oficio DC-107-2000, del 24 de julio de 2000. Antecedentes: La Contraloría General de la República en el Informe 83-2000, recomendó: 1. Definir los componentes del gasto que conforman el término “sostenimiento” establecido en el artículo 3 de la Ley 3245. 2. Por medio del oficio DC-107-2000, del 24 de julio de 2000, se presentó ante la Junta Directiva, las partidas de gasto que conformaban el “sostenimiento”. Fue aprobada por la Junta directiva y remitida a la Contraloría General de la República, para su conocimiento. Definición: El término “sostenimiento del Colegio” se considera como los gastos necesarios para el funcionamiento del Colegio de Abogados de Costa Rica en cumplimiento de los objetivos definidos en la Ley orgánica No.13. Los gastos serán cubiertos con fondos propios (privados) y fondos públicos. Supuestos: 1. Los fondos públicos son los que provienen de la venta del timbre de abogado. 2. Los fondos privados son: la cuota de colegiatura, el ingreso por concepto de  incorporación, por cursos de actualización jurídica, por la emisión de carné, alquiler de instalaciones, venta de servicios diversos. 3. Mantener la clasificación de público y privado de las partidas de gasto presentadas en el oficio DC-107-2000, del 24 de julio de 2000, excepto “Comisión sobre cobro” ,en el 2000 se incluyó como público, siendo lo correcto privado, se refiere a la comisión por recaudación que le cobran al Colegio, los entes recaudadores. La partida “Obras en Proceso” de Sedes Regionales, se define como público las obras necesarias  para la administración y las actividades académicas de las Sedes (porque obedecen al cumplimiento de los objetivos del Colegio)   y como privados las obras relativas a actividades deportivas y disfrute de los agremiados. 4. Las partidas a financiar con fondos públicos, deben cumplir con los siguientes requisitos: La partida presupuestaria esté relacionada con el cumplimiento de la Misión del Colegio de abogados de Costa Rica, que dice: Misión del Colegio de Abogados Garantizar a la sociedad costarricense la idoneidad en el ejercicio profesional de los Abogados, tutelar sus intereses gremiales y promover el desarrollo de las ciencias jurídicas: 1. La existencia de alguna normativa legal que obligue a que se clasifique como componente del fondo público. 2. Que su centro de costo no genere su propio ingreso.   3. Que para cada partida o proyecto se presente la justificación para tipificarlo como público o como privado. 4. En el caso en que los ingresos privados generados sean insuficientes para cubrir los gastos, la diferencia no cubierta podrá cubrirse con recursos públicos, o viceversa, previa justificación y aprobación de la Junta Directiva. Partidas Posteriores al  año 2000. A Continuación se presentan las partidas presupuestarias que se han creado después del oficio DC-107-2008, julio 2000 y su justificación o relación con la Misión y los objetivos del Colegio de Abogados de Costa Rica y la generación de su propio ingreso, con el propósito de que sean aprobadas por la Junta Directiva, oficializando la clasificación de las mismas:
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SE ACUERDA 2010-01-013 Aprobar el informe de la Comisión de Finanzas e Inversiones, sobre la clasificación modificada de las partidas presupuestarias de ingresos y gastos, del Colegio de Abogados de Costa Rica, público y privado, con el propósito de oficializar la clasificación y asignación planteada, como definición del sostenimiento actualizada al 2009. Además para efectos de razonamiento y conocimiento de la Contraloría General de la República. Seis votos. Responsable: Contabilidad. 
b) La MSc. María del Rocío Cerdas Quesada, Coordinadora de la Comisión, presenta el  Informe de labores de la Comisión de Finanzas e Inversiones, periodo 2008-2009, la cual se encuentra integrada por: Licda. Patricia Vega Herrera, Licda. María del Rocío Lee Molina, Lic. Carlos Urbina Solera, Licda. Mayela Guillén Garro y el Lic. Juan Carlos Villasuso Morales y coordinada por ella. El Informe lo divide en las siguientes Áreas: 
a) “Área Contable: -Se analizaron y aprobaron los Estados Financieros. -Se recomendó la posibilidad de trasladar a cuentas de orden las sumas adeudadas por los agremiados suspendidos y se recomendó la contratación de un estudio para su definición. Lo anterior, en virtud de que esos montos inflan mucho la morosidad del Colegio, situación que desvirtúa los permanentes esfuerzos que se realizan para bajar esa morosidad, pero que en cuanto a los agremiados(as) suspendidos, es imposible recuperar esos montos.
b) Área de Presupuesto: La Comisión participa en el proceso presupuestario: Se estudió de manera detallada el proyecto de presupuesto anual que una vez aprobado se remite a la Junta Directiva para su estudio y aprobación. (Esta parte consumió varias sesiones de trabajo, por lo extenso del mismo.) 1. Se analizó periódicamente la ejecución presupuestaria y se sugirieron modificaciones en el comportamiento de la ejecución. 2. Se analizó y aprobó la liquidación del presupuesto anual, que es sometida a Junta Directiva para su aprobación y se presenta a la Asamblea General. 3. Se mejoraron las políticas presupuestarias, que forman parte del Presupuesto anual.4. Se definió la partida “Fondo Actividades de Comisiones” que había sido objeto de usos excesivos en el pasado. 5. Se analizó y se aprobó la actualización de las partidas del sostenimiento, para aprobación de Junta directiva. 

c) Gestión de Cobro: La morosidad tan alta ha sido un tema de preocupación durante los dos años de gestión por parte de la Comisión, donde se tomaron las siguientes medidas: 1. Creación de la Unidad de Cobro, con dos personas a tiempo completo. 2. Se ha dotado de herramientas tales como el acceso a Datum para la localización de lo agremiados. 3. Se han implementado opciones en el software existente para facilitar el control de la gestión de cobro, el envío de correos masivos con los saldos adeudados. 4. En el 2009, se implementó el envío de mensajes de texto al celular (con plataforma gratuita, solo el costo del mensaje), con los saldos, lo que ha permitido una mayor retroalimentación con el agremiado. 5. Se analizó la posibilidad de dar en outsourcing la morosidad para lo cual se analizaron varias propuestas, sin embargo se desestimo la contratación de esos servicios pues los mismos son demasiado oneroso (el mas cómodo implicaba un pago del 20% del monto recuperado) y por cuanto se analizó que los honorarios de la empresa que se contratara disminuiría los ingresos que corresponden exclusivamente al Colegio, ya que de acuerdo a la Ley, el porcentaje que se le debe trasladar al INS no puede ser reducido. 6. Se incluye un cuadro comparativo de la morosidad:

	
	

	
	Dic-07
	Oct-09
	VARIACION

	DE 1 A 6 CUOTAS
	₡26.100.000,00
	₡27.889.500,00
	6,86%

	
	
	
	

	MAS DE 7 CUOTAS
	₡87.570.900,00
	₡41.033.600,00
	-53,14%

	
	
	
	

	SUSPENDIDOS
	₡50.260.800,00
	₡72.742.700,00
	44,73%

	
	
	
	

	
	₡163.931.700,00
	₡141.665.800,00
	-13,58%


La suma por morosidad de una a seis cuotas subió un 6.86%, la suma de los que adeudan mas de siete cuotas disminuyó en un 53.14%  y la suma adeudada por los suspendidos aumentó en un 44.73%

d) Otros: 1. Se estableció un cronograma de temas a trabajar y su periodicidad en los casos  necesarios. 2. Se atendió a la firma Deloitte, con la presentación del informe de la Auditoría Operativa realizada. 3. Otro tema de preocupación y análisis de la Comisión ha sido lo relativo a la Comisión Nacional de Notariado a efecto de identificar cual sería el monto necesario para el  financiamiento en caso de que el Colegio asumiera la DNN. En el 2008 se realizó un estudio detallado de que ítems debía incluir una supervisión moderna del ejercicio del Notariado y en  el 2009 se actualizó y se mejoró con otros elementos. En cada caso se identificaron las necesidades de infraestructura, personal y gastos de operación de la DNN llegando a establecer el monto requerido y de donde se tomarían los recursos para hacerle frente a ese eventual traslado de la DNN 4. Se realizó un análisis de las inversiones tanto del Fondo común como del Fondo de Mutualidad, se hicieron diversas recomendaciones, inclusive invertir en un Fondo Inmobiliario. 5. Se estudió y aprobó el Manual de Cauciones, según el artículo 13 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos 8131 del 18 de setiembre de 2009. 6. A partir de un ofrecimiento que hiciera Promerica, se recibieron representantes de Bancrédito, Promérica y Banco Nacional con el propósito que presentaran su producto de tarjeta de crédito especializada para agremiados(as) con “marca compartida”: El Banco que ofreció  las  mejores condiciones fue el Banco Nacional la cual mantiene actualmente la oferta. Le corresponderá a la nueva Comisión de Finanzas  afinar los últimos detalles para su presentación a Junta Directiva y lograr su implementación.  7. Queda pendiente analizar la propuesta de estudio, presentado por el auditor externo que indique  la forma en que se debe segmentar la cuota para efectos de los estados financieros”.
SE ACUERDA 2010-01-014 a) Aprobar el Informe de Labores de la Comisión de Finanzas e Inversiones. b) Externar cordial agradecimiento a sus integrantes, por la excelente labor realizada con un alto nivel de profesionalismo, lo que significó un valioso aporte para este Colegio. Seis votos. Responsable: Secretaría. 
7.2 El Lic. Jorge Luis Bolaños Vargas, con respecto al expediente Nº 186-09. Denunciado: Lic. Mauricio. Denunciante: Oficio (Fiscalía Adjunta de Violencia Doméstica y de Delitos Sexuales, señala que en la sesión anterior se acordó “Remitir al señor Fiscal para que se presente al Ministerio Público a solicitar copia del expediente”. Dado lo anterior informa: “Tal y como lo solicito la Junta Directiva en la sesión 44 del 14 de diciembre en curso, el día de hoy diecisiete de diciembre del dos mil  nueve, a las nueve horas, me presente a conversar con la licenciada Katherine Quirós Leiva, Fiscal Adjunta de Violencia Domestica y Delitos Sexuales, sobre el, tramité, disciplinario 186-09; siendo que indica que ella no necesita información sobre este caso, ya que esta enviada al Juzgado Penal con acusación.- Me presente al Juzgado Penal de San José, Primer Circuito y revise la causa 07-000038-609 P.E., donde consta que actualmente el defensor del encartado Charles Spina, es el licenciado Fernando Vargas Zeledón y que cuando se interpuso la denuncia y fue indagado el encartado, tuyo a la Defensora Pública Gabriela Sancho Carpio.- Que a folio 404, hay una nota de Charles Spina, en que da autorización a Mauricio Brenes Loaiza (5999) y Sandra Arauz Chacon (5799), para revisar su expediente. A folio 409 esta una manifestación de cambio de defensor, de Mauricio Brenes Loiza, y Sandra Arauz Chacón.- A folio 411 y 443, esta la sustitución de defensor, tambien hay nota autorizando al señor Fernando Vargas Zeledón a ver el expediente.- Luego hay dos folios, no foliados, y sigue del 411 al 221.-Hay manifestación de Herberth Fernández Aguilar, luego de la aceptación de la Defensa de parte de Mauricio Brenes Loiza, de que retira la denuncia contra Spina.- Que el lugar para atender notificaciones de los licenciados Brenes y Arauz, en los faxes 22834821 y 255204-31.- A folio 449 esta la manifestación del menor Kevin Espinoza, solicitando el archivo de su denuncia”.
SE ACUERDA 2010-01-015 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.  
ARTICULO 8) INFORME DE PRESIDENCIA
No se presenta informe por parte del Lic. Gilberto Corella Quesada.
ARTICULO 9) INFORME DE LA DIRECTORA EJECUTIVA.
Debido a problemas de salud, la señora Directora Ejecutiva, no asistió a la presente sesión. 
Al  ser las veintiún horas con dos minutos se da por finalizada la sesión.
Lic. Gilberto Corella Quesada
 
             Licda. Roxana Pujol Sobalvarro
                Presidente                                                                   Secretaria
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